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FALLO

En atención a todo loex~ el Tribunal Constitucional. POR
LA AUTORIDAD OUl;. LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
DE LA NACION ESPANOLA,
Ha decidido:

Otorpr e' amparo solicitado y .n consecuencia:
l.. Declarar la nu1iclad de la diJilencia de vista de 21 de

diciembre d. 1984 Yde la Sentencia de 22 de diciembre de 1984,
dietada por la Sección Quinta de la Audiencia Provincial de
Madrid, .n .1 recurso de apelaci6n núm. 68/1984, dimanante del
juicio verbal civil de desahucio por precario núm. 44211983, del
Juzpdo de Distrito núm. 29 de Madrid.

30368 Sala Primera. ll«urso de amparo número 569/1985. I
Sentencia número 13///986, de 29 de oc/ubre.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Franci"", Tomia y Valiente, Presidente, y don Francisco
Rubio L1orente, don Luis Diez-Picazo y Ponce de León, don
Antonio TruyolSerra, don Euacnio Díaz EimiI. don ~i8u.1
Rodriguez-Piñero y Bravo-F.rrer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso d. amparo número 569/1985, inte1]>uesto por don
X. en su propio nombre y represen~~':i.contra Sentencia de la
Audiencia Provincial de La Coruila, di en apelación contra la
pronunciada por el Juz¡ado de Instrucción número 3 de la misma
capital, cond.natoria por delito de estaliL

Ha sido parte .n .1 asunto .1 Ministerio físcal Y doña Y,
representada por .1 Procurador don Carlos Navarro Guuérrez, y ha
sido pon.nte .1 Magistrado don Eu¡enio Díaz EimiI. quien .xpresa
el parecer d. la SaJa.

l. ANTECEDENTES

Primero.-E1 Juzpdo de Instru<:ción núm. 3 de La Coruña, .n
Sentencia de 26 de enero de 1984, condeDÓ a don X como autor de
un delito de estafa del art. 523¿¡;.,;ncurriendo la agravante del
núm. 1 del art. 529, ambos del . Pena1, a una pena de cuatro
m.... y un día de mesto mayor, occesorias y al _ de dos
terceras partes de las costas, incluidas las del "CI'sador particular.

Segundo.-Recurrida en apelación la anterior Sentenaa. se puso
de manifiesto por el apelante que la .....vante a¡nciada en aquaJa
procedfa de la Ley <>rpnica 8/1983, por lo que nunca podria ser
de aplicación al ape1aDte, dado que los hechos Por los que se le
había condenado suoedieron en 1980, sin quebranto del art. 25.1 de
laCE.

La Audiencia Provincial de La CoruiIa resolvió .1 recurso
mediante Sentencia de I de junio de 1985, en el sentido de
confirmar la de instancia con unposiciÓD de costas, por estimar
temeraria la interposición de la alzada. Con respecto al motivo del
recurso, basado en que DO era de aDli<:aciÓD la .....vante especifica
contenida en el Dúm. 1.· del art. 529 del CódiID Pena1, reformado
por la Ley Orgánica 8/1983, estimó la Audiencia que debía decaer
por cuanto si se aplicaron los arta. 528 y 529 de la Ley rd'onnada,
por ser mis favorable al reo, habían de aplicarse en toda su
m 'dad.

Teroero.-Don X, Licenciado en Deredto. interpuso .1 20 de
junio de 1985 demanda de amparo, por violal:iÓD del art. 24.2 de
la CE. .n cuanto declara que todos tienen derecho a la defensa, pues
al .ntender la Audi...... que la interposición del recurso de
apelación fu. un hecho temerario y, por tanto, objeto de sanción,
concretada .n la imposición de Iaa costas, siendo as! que al
formularlo se estaba ejcn:iendo el derecho a defenderse, y que se
planteó de forma motivada, se !la inftingido el Jepetido derecbo. E
igualmente funda la demenda en la vuIDeración del art. 25.1 de
la CE, puesto que se le ap\i06 una Ley posterior a los hechoo
enjui~~ le era dafilvorable.

El de te solicita al Tribunal que diete Sentencia, .n la
que declare la nulidad de la aplicación de la .....vante 1.' del art.
529 del~ Penal en la Sentencia firme que le condena. y que
no es temerona la interposición del recurso de apelación, )1 que, .n
consecuencia, se ~.- desana_ de la nueva SenteneJa que se
diete por laA~Provinci81de La Con¡Aa didia declaración
y DO se le condene el PIllO de Iaa _

2.. R.trotraer las actuaciones al momento de la dili¡encia de
vista d. dicho oroceso.

3.· Reconocer.1 derecho de la parte recurrente a ser olda.
mediante la preceJ?t!va asistencia de Letrado, en la vista del recurso
de apelación, al objeto de que pueda. en dicho acto, formular las
alepciones que esttm. procedentes.

Publiquese .n el «Boletín Oficial del Estado~.

Dada en Madrid a 29 de octubre de 1986.-G10ria llegué
Cantón.-An8el Latorre Se1tura-Fernando Garcfa-Mon y Gonzáfez­
Regueral.-Car10s de la Vega Benayas.-Jesús Leguina ViIIa.-Luis
López Guerra.-Firmados y rubricados.

Por otrosí digo, suplica el recurrente que en la publicación de la
Sentencia que motive este recurso, no se haga mención de su
nombre y apeDidos, señalando que, .n caso .de no concedérsele tal
petición, renuncia expresamente a la interposición del recurso de
amparo.

Cuarto.-La Secció'!1 .n providencia de 25 de septíembre,
acordó poner de maninesto la posible existencia de las causas de
inadmisibilidad previstas en el art. so.l, b). ep relación con el 44.1,
c). y en .1 SO.2, bl, de la LOTC y, despu& de formularse por el
recurrente y el Ministerio FtscaIlos respectivos escritos d. a1""",ío­
-. dictó providencia de 30 de octubre por la que adm.tió a
tñmite.1 recurso y acordó recabar del Juz¡ado y de la Audiencia
Iaa respectivas actuaciones iudiciales.

guínto.-Recibiclas dic.... actuaciones y comparecida doña Y,
se dictó providencia el 5 de mam>, teniéndola por parte, y se dio
vista a los personados y al Ministerio FJscaI. con plazo común de
veinte días para formulación de Iaa alepciones pertinentes.

Sexto.-E1 recurrente presentó escrito, suplicando la estimación
del amparo solicitado por haber sido condenndo con vulneración
del derecho a la presuncióD de inocencia que prantiza el art. 24.2
de la CE, fundando dicha petición .n las siguientes alegaciones,
sustancialmente .xpuestas.

Expresa. en primer término, su deseo de matizar la petición de
amparo, haciendo constar que las Sentencias recurridas vulneran
tambi~n .1 derecho a la presunción de inocencia. previsto en .1 art.
24.2 de la CE • invocado en la demanda, Yque, a pesar de que esta
concretisima ¡>tetensióD» no se fijó con precisión en la demanda.
no es menos ClerlO que fue invocado en el recurso de apelación,
debiendo .1 Tnbunal Constitucional .nuar en su examen y
resolución, pues no .llÍIte mutación de la pretensión de amparo
inicialmente solicitada. o, .n otro caso, haoer uso de la facultad que
le confiere el art. 84 de la LOTC o de la que le permite aplicar otros
~s constitucionales vulnerados, con independencia de los
mvocados por las partes.

A continuación, procede a examinar los hechos que determina·
ron su condena. afirmando que no .xiste pru.ba de cargo que
acredite que su acción de v.nta de 101 bienes de su cuñado Z fue
realizada sin haber prececli;<Io encarso de Me, añadiendo que la
condena se basa en ampresioDes o apariencias DO contrastadas en
el juicio. con anealo a Iaa normas que regulan la actividad
probatona.

A1ep, por último, que la aplicación de una agravante no
pt!VÍIlI1 en la I,ey que reafa cuando se cometieron los hechos
infrinll" el principto de \eplidad del art. 25.1 de la CE, y que la
impos.ción de Iaa costas de la apelación por temeridad liugiosa
viola .1 derecho a la tutela judicial del art. 24.1 de la CE en cuanto
que un recurso judicial es un acto de defensa, y si _ resulta
temerarin debe procederse a su desestimación, pero no imponer el
castiIo de Iaa costas q.... ademis de vulnerar el citado derecho
fundamental, darla carta de natunleza a la reformatio in peius,
hasta ahora proscrita.

Séptimo.~E1 Ministerio físcal interesó Sentencia DatciaIm.nte
estimatoria del recurso de l1!!!JIItO por vulnerar la Sentencia de
apelación el art. 24 de la el!, alegando .n su fundamento las
u¡uientes razones, expuestas en sintesis.

No .xiste violación del art. 25.1 de la CE, J?Orque la retroactivi­
dad de la Ley penal en ben.ficio del reo se llene que predicar de
la Ley nuev.. tomúdola .n su coniunto, ya que de aplicar
fragmentariamente lo beneficioso de la Ley nueva y de la antigua,
se estarfa por el Tribunal sentenciador creando una norma artifi­
ciosa • indebidamente .laborada a partir de lo .ntresacado de
ambas, usu1]>8Ddo de esa forma funciones legislativas que no l.
corresponden.

Aunque la imposición de costas DO con~r:, IimitaciÓD ni
sanción del derecho a inle1]>oner los recursos ente .stableci·
dos, su imposición por temeridad que no se motiva puede
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constituir violación del derecho • la tutela judicial en 'cuanto que,
.1 no aportane razonamiento alguno que jUilifique la concurrencia
de temeridad, se está clandn a la pretengón de la parte. en lo que
respecta • Iai costas, una respuesta judicial no fundamentada que
puede vulnerar el art. 24.1 de la CE.

Octavo.-El Procundor don Carlos J. N.v.rro Gutimez. en
representación de doña Y. solicitó, en su escritQ, Sentencia denega·
toria deJ amparo con imposición de costas al recurrente, fonnu­
lando en su apoyo lu siguientes alegaciones. .ustaOCJa'mente
transcritas.

El demandante de amparo concreta su recurso en pedir la
nulidad de la aplicación de la agravante núm. 7 del art. 529 del
Código Penal por vulnerar el arto 25.1 de la CE '/ de la imposición
de las costas de la apelación por temeridad litiposa al vulnerar tal
declaración el art. 24.2 de la CE y. consecuentemente. no se
impugnan la Sentencia firme por la cual fue condenado como autor
de un delito de estafa, la dec1aración de nulidad de los contratos de
compraventa otorpdos en La Coruña el 9 de febrero de 1980. la
.plicación retro8Ctiva de la Ley Qrsánica 8/1983, de 25 de junio,
mostrándose totaImente conforme con su aplicación. siendo ade­
más que en el proceso penal no se invoc6 nunca el art. 24.2 de
la CE.

Respecto. la aplicación de la .....v.nte. admitió la aplicación
retrnaetiva de la Ley citada por estImarla m" beneficiosa; lo que
pretende es que se aplique en la parte que no impugna y que. en
lo relativo a la apavante, se aplique la ley antiaua, debiendo dicba
pretensión recbazarse por ser dio improcedente, según la doctrina
científica y Iai Sentenaas del Tribunal Supremo de 8 de mayn y de
8 de julio de 1985 ,y contrario a los principios que ngen la
irretrnaetividad de Iai leyes penales recocidos no sólo en la CE
(am. 9. 17, 25. etc.~ sino también en loo arts. 11.2 de la
Declaración Universal de Derechos HumaDOS de 1948 Y15.1 de la
Declaración de Derechos Oviles y Políticos de 1966.

La imposición de cootas por temeridad no es una cuestión
constitucional, toda vez que la decisión sobre la temeridad del
recurrente es obviamente competencia de la jurisdicci6n~ siendo un
dislate argumental el s6stener que el derecho a la defensa negue a
determinar que en niDpín procedimiento se puedan imponer Iai
costas. .

El recurrente olvida que no sólo bay que atender • la posible
indefensión del acusado.. sino también a la del peJjudicado y, en el
caso de Autos, result6 probado que se estafó a un niño de corta
edad, justo en el momento de quedarbu~ode padre, dejándose
sin la importante herencia de este, siendo por eno de jusncia que
no ten¡ll que soportar'los gastos judiciales ocasionados en su
intento de recurperar su herencia defraudada por el demandante.

Finalmente. mvoca el art. 95.2 de la WTC por estimar que el
recurso de amparo ha sid,! planteado con temeridad y debe por eno
condenarse al m:urrente al pago de las costas.. '

Noveno.-Por providencia de 16 de julio de 1986, se señaló el
día 22 de octubre del mismo año para deliberación y votación.

lL FUNDAMENTOS JURIDlCOS

Primero.-La correcta delimitación del tema litigioso a decidir
requiere examinar, previamente, -la naturaleza y consecuencias
prooesales de la discordancia que existe entre la demanda y el
escrito de alegaciones formulado por el recurrente en el trámite del
arto 52.1 de la WTC.

En la demanda se alega que Iai Sentencias condenatorias
recurridas han vu1nenldo el arI- 25.1 de la CE, por haber estimado
la concurrencia de una agravante no prevista en la legislación
vigente en el momento de cometerse el delito, Y que la Sentencia
de apelación quebeanta el art. 24.2 de la CE al haber impuesto
condena de Iai c:ootas del rocurso por temeridad litiaiosa y,
consecuente con didw causas de pedir, el suplico de la demanda
contiene dos peticiones de fondo, consistentes en que se declaren
nulai la aplicación de la apavante y la imposición de cootas
mencionadas. .

En el escrito de alepciooeo se introduce un nuevo motivo de
impu¡nación fundado en el art. 24.2 de la CE, aduciendo la
inexistencia de pruebas de cargo que hayan destruido la presunción
de inocencia y se suplica la nulidad de Iai dos Sentencias
recurridas.

La comparación de ambos eicritos pone de manifieilo. sin
necesidad de ..tensos razonamientos, que el de al~ones inlro­
duoe una ampliación esencial de la pretensión,ejercitada en la
demanda y no un simple cambjo de nomen iurio, pues en el mismo
se añade, ex novo, la causa petendi de violación de la presunción
de inooencia y el petitum de nulidad total de las dos Sentencias
recurridas. Tal ampliación es inadmisible y no puede ser objeto de
convalidación por esta Sala en cuanto que, según razona la
Sentencia 14/1985 de 18 de junio. el objeto del proceso de amparo
queda definitivamente fijado en la dem.nda ...n. 49.1 de
la ImC-, sin que el tnmite de' a\epciones del art. 52.1 de la misma

Ley consienta una alteración sustancial del mismo con nuevas
pretensiones, que. además, no han sido invocadas en la vio judicial.
tal y como =se el arI- 44.1 c) de la propia Ley.

Debe, pues, la Sala corrqir díeba desviación procesal, no
incluyendo en el ámbito del rocurso esa nueva pretensión de
amparo del derecho a la presunción de inocencia, dado que no
existe fundamento serio allU:no=~a~ la iniciativa prevista
eo el artículo 84 de la WTC, por el demandante, en
cuanto que la fundamentación juridica de dicba extemporánea
pretensión pone de relieve, tan sólo,' una disaepancia del recu­
rrente con la valoración que la jurisdicción penal ha hecho de la
prueba practicada en el proceao, entre la que la sentencia de
apelación destaca la documental y pericial, y no ausencia de prueba
de la que sea _1Ile extraer consecuencia aIguna de violación de
la presunción de inocencia.

Segundo.-E1 primer motivo del amparo. según se deja dicho,
reside en la supuesta nulidad de ~Iicación que las sentencias
recurridas bocen de la apavante es ca del arto 529.7 del Código
I\mal, establecida por la Ley Orsánica 8/1983. de 25 de junio. sobre
reforma urgente y' parcia\ de dicho Código y no contemplada en
éste antes de la ri:tónna.

Aoeptado por el demonclante el heeho verdadero de que la
citada Ley es la mú beneficiosa, su pretensión de que se excluya
en su .plicaciónla mencionada agravante es claramente insosteni-
ble. ,. ,

El principio de retroactividad de la ley penal más favorable no
concede derecho de caráder constitucional susceptible de amparo.
según ban declarado Iai sentencias 8/1981, de 30 de marzo. y
15/1981. de 7 de mayo, pero es que, además, dicho ~pio
supone la aplicación Inte¡ra de la ley mú beneficiosa, IOcluidas
¡quenas de Sus normas parciales que puedan resultar peJjudiciales
en relación con la ley anterior, que se desplaza en virtud de dicho
principio, siempre que el resultado final, como es obvio, suponga
beneficio P\I!" el reo, ya '\:.een Dtto caso la ley nueva careceria de
esa coudición de mú . ficinsa que justifica su aplicación
retroactiva. .'

No es aceptable, por tanto, y asilo ba dicho este Tribunal en el
Auto 369/1984, de 24 de junio, utilizar el referido principio para
elegir. de las dos \eyes concurrentes, las dis~cionesparcialmente
mú ventl\io.... pues en tal COlO, el ÓJ1I1Ino Judicial sentenciador no
estaria in~do y aplicando Iai leyes en uso correcto de la
potestad jurisdiccional que le atribuye el art. 117.3 de la CE. sino
creando con frasmentos de ambas leyes nna tercera y distinta
norma legal con invasión de funciones legislativas que no le
competen. .

En su consecuencia, la aplicación Integra de la Ley 8/1983, que
han hecho Iai sentencias recurridas, incluida la .....vante que
establece en el nuevo art. S29.7 del C6di8o Penal. es I1repI'OCbable
desde la pe¡specliva del derecho del acusado a la legalidad penal,
protegido por el art. 25.1 de la CE. '

Tercero.-El segundo y tlltimo de loo motivos del amparo
sostiene que la imposición de costas del rocurso de apelación,
acordada por la Audiencia por temeridad lilifiosa en sn interposi­
ción. vulnera el derecho de defensa del articulo 24.2 de la CE,
llepodo a la afirmación de que toda, imposición de costas, aun
exIStiendo temeridad, viola la prantia constitucional del derecho a
la tutela judicial efectiva por ser una sanción que coarta su
ejen:icio.

Nnestto ordenamiento Juridioo prooeoal estructura la imposi­
ción de cootas sobre dos sistemas ..cluyentes entre si, aplícando
uno n otto a loo J!"OC"sos seaún la previsión que la propia Ley
establezca: El objeltvo, conforme al cuallai costas se imponen a la
parte cuyas pretensiones son deseatimadas, sin dejar lD8fllIOD al¡uno
a valoraciones judiciales sobre su conducta prnoesa~ y el subjetivo.
mú flexible que el anterior, en el cual se ronoede al órgano judicial
potestad para im,p!>nerle los patos del juicio, cuando aprecut mala
fe o temeridad litiaiosa en su actuación ¡rrooesal

Nin¡uno de diéltos sistemas afecta a la tntela judicial efectiva,
que consiste en obtener una reso1nción fundada en derecho deotto
de un proceso tramitado con las prantias lega1mente establecidas,
ni al derecho de defensa que, sin entrar en polémica sobre si es
separable n está insertado en el anterior, es el que asegura a las
partes alegar y probir lo~te al reconocimiento judicial de
sus dereehos e intereses, nuentras que la imposición de cootas opera
sin incidencia aIawta sobre taIes derechos constitucionales al venir
establecida en la Ley como consecuencia económica que debe
soportar, bien la parte que ejercita acciones judiciales que resultan
desestimadas, bien aquenaque laiejercita sin fundamento mfnima­
mente razonable o con quebeanto del ~pio de buena fe.

En este último supuesto, la apreciaaón de temeridad o mala fe
litiaiosas es un problema de leplidad carente de relevancia
constitucional, pues constituye vaforación de hechos o conductas
que compete en exclusiva a la función jurisdiccional, según ya ba
sido declarado en el Auto 60/1983, de 16 de febrero.
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Cuano.-Es cierta la alep:ión formulada por el Ministeno
Fisoal de que la tutela judicial IOQui= que las decisiones de los
Jueces y Tribunales sean razonablemente motivadas y que, en el
supuesto aquí contemplado. le imponen l'ura y simplemente las
costas de la apelación por temeridad en su lOterposición. sin que se
acompañe fundamentación que explique en qué consistió la temeri·
dad; pero también lo es que de ello no cabe, sin más, exuaer una
consecuencL' positiva de wlneración de los citados derechos
constitucionales.

La Sentencia es un acto procesal or¡ánico y unitario que no
puede contemplarse con la V1sión fragmentaria con que lo hace el
Ministerio Fisoal en dicha alepción; la cireunstanela de que no
~Xlsta expresa motivación en la apreciación de temeridad no
unpide considerar que esta aprec:ioción es el resultado del estudio
9ue de la pretensión de la parte Y de su fUndamentación fáctica y
Juridica~ elór¡anojudicial al dietar su Sentencia y, por tanto,
es en el conjunto y senudo de las ar¡umenta<:iones utilizadas por
el Tribunal para rechazar las alepciones de la parte donde se
exterioriza, explícita o implicitamente, la razonabilidad o arbiua­
riedad de la apreciación de temeridad procesal.

En el caso de Autos, los considerimdos de la Sentencia de
Sepnda Instancia rebaten razonablemente los numerosos motivos
de la apelaci~n, hablan de hechos probados por prueba incontesta­
bles, de realidades acreditadas doenmental y pericialmente y de
retorcidas arsumentaciones, reiteradas en el acto de la vista. Todo
eUo pone de manifiesto que la declaración de ser temerario el
~ de apelación responde a una decisión que no consiente la
~cación de arbitnuia, sino muy al conuarío, de plenamente
perunente y Justificada.

Quinto.-El trámite de a1epciones del art. 5t1 de la LOTC
respecto al demandante, tiene por objeto que, a la vista de laS
aet~ones judiciales previas, exponp al Tnbunallas razones que
moUvan su recurso de amparo, aportando al proceso sus funda-

30369 SaJa Primera. Ret"lIno tk amparo número 595/1985. I
Sell1encia número 132/1986. de 29 tk octubre.

La Sala Primera del Tribunal Co~tucional, compuesta por
don FranClsco Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio
Uorente, don Luis Diez-Picaza y Ponce de León, don Antonio
T~yol Sorra, don Eugenio Díaz Eimil y don Mi¡ueI Rodriguez­
Piñero y Bravo Ferrer, Ma¡istrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 595/1985, promovido por don
Inooencio Soto Rodri¡uez, representado por el Procurador don
Jesús Verdasco Triguero y defendido por el Leuado don Fernando
Gómez de Liado, conua Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo, que inadmite recurso de caaación interpuesto conua
Sentencia de la Audiencia Territorial de Valladolid, y en el que han
comparecido el Ministerio Fiseal, asl como doña ln6s Llaneza loza,
doña Ana Llaneza Inza, asistida de su esposo, don Ramón MarUn
Aguilar, y doña Joaquina Llaneza Inza, asiatida de su esposo, don
Adelino Alvarez Fuente, representadas.P!'r elPr~r don José
Granados Weil, siendo Ponente el Ma¡istrado don Francisco
Tomás y Valiente, quien expresa el parecer de la Sala.

L ANTECEDENTES

Primero.-Por escrito presentado en el Juzpdo de Guardia,
donde tuvo entrada el 21 de junio de 1985, don Jesús Verdasco
Triguero, Procurador de los Tribunales, mterpuao recurso de
amparo constitucional, en nombre y representación de don inocen­
cia Soto Rodrlguez, contra Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo de 16 de mayo de 1985, notificado el día 30 siguiente, en
el que se declaró no haber lu¡ar a admitir el recurso de casación
interpuesto por el hoy recurrente de amparo y otro.

Sepndo.-La demanda se fiuu'amenta en los siguientea hechos:

A) El IOlícitante <le. ":,,,paro fue demandado, junto con sus
hermanas, en autos de JWC10 de mayor cuantla, nolmero 644/1979,
!!elJ~ de Primera.Instancia número 2 de León, seguidos a
mstalIda de doña Joaquma LJaneza Inza, recuniéndose la Senten­
cia recalda en la primera instancia ante la Audiencia Territorial de
Valladolid, que dictó Sentencia el 6 de julio de 1984. Se preparó
recurso de caaación frente a la Sentencia de la Audiencia dentro del
referido '!'el de julio !I< 1984. El recurso se formali2ó después del
1 de sepUembre del Cltado año, cuando ya habla entrado en vilOr

mentos jurídicos no ex.plicitados en la demanda o, en otro caso,
reitere, amplíe o profundice los ya contenidos en la misma,
nonnaJmente. de manera muy escueta o simplemente esbozada.

Utilizar dicho escrito de alegadones para, en manifiesta contra­
dicción con su finalidad, Uepr a abaodonar las pretensiones
ejercitadas en la demanda y sustituirlas por otra que altera
sustancial y radicalmente 101 términos iniciales en que se planteó
la litis. constituye conducta incongruente y poco respetuosa con las
Donnas de ordenación procesal, que merece ser calificada de
temeraria a los efectos de aplicación de lo previsto en el art. 95.2
y 3 de la Ley citada.

Por otro lado, procede acceder a la petición del recurrente de
que esta Sentencia se publique sin hacer mención de su nombre y
apellidos. pues las especiales circunstancias que concurren en este
proceso hacen razonable dicha petición, a cuya aceptación no se
opone precepto lepl alguno.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTITU-
C10N DE LA NAClON ESPANOLA .

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por don X con imposición de
costas causadas y multa de 25.000 pesetas.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado», en
los ténoinos que resultan del fundamento jurídico quinto.

Dada en Madrid a 29 de octubre de 1986.-Francisco Tomás y
Valiente.-Francisco Rubio Uprente.-Luis Díez-Picazo y Ponce de
León.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio Díaz Eimil.~Miguel Rodrí­
guez.Pii\ero y Bravo-Ferrer.-Firmados y rubricados.

la refonoa introducida en la Ley de Enjuiciamiento Civil por la [.ey
34/1984, de 6 de agosto. y de acuerdo con la normativa de la
refonna citada.

B) La Sala Primera del Tribunal Supremo. por Auto de 16 de
mayo de 1985. declaró no haber lugar a admitir el recurso de
casación por entender que debía haberse interPuesto y sustanciado
conforme a la normativa anterior y señalando además que en el
supuesto de que se le quisiera aplicar la legislación reformada no
seria admisible toda vez que la cuantía del pleito. que es de 600.000
pesetas, resulta inferior a los 3.000.000 de pesetas que establece la
Ley reformada como limite cuantitativo mitúmo~ tener acceso
a la casación, por lo que el recurso tampoco podría admitirse de
seguirse la teslS de los recurrentes sobre la normativa procesal
aplicable.

Tercero.-Los fundamentos jurídicos de la demanda se cenuan
en que se ha vulnerado el arUculo 24 de la Constitución. que
reconoce el derecho ala tutela efectiva de Jueces y Tribunales sin
Que en ningún caso pueda producirse indefensión, dado que el
.recurso de casación ha sido negado a los recurrentes de forma
im~ente, pues ""8\ÍIl señala el artículo 1.687 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil, en su nueva redacción, las sentencias defini­
tivas pronunciadas por las Audiencias en los ¡'uicios declarativos
ordinarios de mayor cuantla son susceJl!ib es de recurso de
casación en todo caso. Por ello, la consideración relativa a la
cuantía que recoae el considerando segundo del Auto de inadmi­
sión del Tribunal Supremo no es correcta ya que la referencia a los
3.000.000 de pesetaa de cuantla la hace exclUSIvamente respeC10 de
los juicios de menor cuantla y como, respeC10 de los de mayor
cuantía, no se efectúa ninguna apreciación ni aclaración, donde la
ley no dim- el intérprete nunca debe diatinguir, ""8\ÍIl un
elemental principio hermenéutico. Además, en la fecha en que se
dietó la sentencia por la Audiencia Territorial de 6 de julio de 1984
y se preparó el recuno, ellOlícitante de amparo ya tenia adquirido
el derecho a recurrir en casación y una ley posterior no puede
privarle de tal derecho por aplicación de los principios más
elementales de derecho intertemporaL

Por otra parte, la disposición transitoria segullda de la Ley
34/1984, de 6 de a¡osto, determina que, terminada la instancia, los
recursos que se interponpn se sustaneiartn conforme a las modifi­
caciones Introducidas por la nueva Ley. Como en la fecha de
interposición del recuno, después de septíembre de 1984. Y
concretamente el 12 de noviembre de 1984, ya habla entrado en
vigor dicha Ley, la interposición del recurso se acom0d6 a la Ley
nueva como -a juicio del recurrente- exi¡e la disposición transi~
ria segunda de la misma.

Por eUo, solícita de este Tribunal que, previa declaración de
nulidad del Auto im_do, reconozca el derecho del recurrente


